DILIGENCIA DE INVENTARIOS Y AVALÚOS/ Posibilidad de efectuar objeción a pasivos en el traslado de que trata el artículo 601 del Código de Procedimiento Civil/ Obligaciones propias de la sociedad, que no fueron cubiertas por bienes propios de los cónyuges, no se pueden tener como pasivos internos o externos de la misma, como tampoco las deudas contraídas con posterioridad a su disolución 
“(…) el traslado de los inventarios que se surte en virtud de lo dispuesto por el artículo 601 del C. de P. Civil, es momento propicio para discutir si se deben excluir partidas que fueron irregularmente incluidas, o sea, es una etapa en la que perfectamente se pueden objetar los pasivos relacionados en los inventarios y avalúos (…)”
“(…) tales erogaciones no encajan en el pasivo externo, porque no hay deudas para con terceros; ni en el interno, por cuanto los pagos de matrículas y pensiones fueron efectuados con el salario devengado por el demandado, que hace parte del haber social; dicho de otra manera, no se trata de satisfacer en este caso deudas que tenga la sociedad para con actores externos, ni de una de las que, según se señaló, pueden surgir entre los cónyuges, que no lo son los gastos efectuados por cada uno de los consortes mientras subsistió el vínculo matrimonial, si ellos derivan de obligaciones propias de la sociedad conyugal, como el sostenimiento de los hijos y no se demuestra, adicionalmente, que los mismos fueron cubiertos con bienes propios de uno de los cónyuges (…)” 

(…) en lo que concierne a los gastos fiscales, las facturas de pago de impuestos de los inmuebles (…) realmente corresponden al periodo julio a septiembre de 2014, fecha que es muy posterior a la disolución de la sociedad conyugal que fue el 24 de abril del mismo año, por lo que la decisión en este sentido por parte del juzgado se comparte plenamente. Además, contrario a lo expuesto por la recurrente, no existe prueba alguna que de certeza de cuánto realmente era la deuda para el momento de la disolución (…) Y si esto no fuera suficiente, los mismos razonamientos anteriores, para el caso de los pagos por matrículas y pensiones, cabrían en este supuesto, dado que no hay nada que permita verificar que para cumplir con la obligación fiscal se comprometieron bienes propios del cónyuge.” 

Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 7 de abril de 2005, -rad. 11001-02-03-000-2005-00324-00-; Sala Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, auto del 10 de marzo de 2006 -rad. 66001-31-10-001-2005-00104-01-.
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Expediente 66001-31-10-001-2014-00306-01

  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la asesora judicial del demandado contra el auto del 8 de julio de 2015, proferido por el Juzgado Cuarto de Familia local, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Yuneby Bañol Zapata frente a José Julián Hernández Cataño. 
   



ANTECEDENTES

  



En la diligencia de inventarios y avalúos llevada a cabo en el referido proceso de liquidación de sociedad conyugal, la parte demandada incluyó varios pasivos, entre ellos, pago de impuestos de inmuebles y gastos del estudio de los hijos comunes. 

Cerrada la audiencia y surtido el traslado de que trata el artículo 601 del C. de P. Civil, la demandante, por medio de su apoderada, objetó los inventarios y pidió que se excluyeran los pasivos arriba señalados. 

En el término de traslado el demandado se pronunció en el sentido de que se negara la objeción, con el argumento principal de que el momento para ello era en la misma audiencia, por lo que si no se hizo allí se entiende que fueron admitidos, sin que se pueda usar el traslado para controvertir dichas partidas. Además, los gastos de impuestos y pagos de estudio de los hijos son cargas de la sociedad que debe velar por el mantenimiento de los bienes comunes y la educación de sus descendientes sin importar la clase de colegio que se elija.
Practicadas las pruebas, en el auto del 8 de julio de 2015, señaló el Juzgado que la objeción fue oportuna, para lo cual siguió antecedentes de esta Sala del 10 de marzo de 2010 y 26 siguiente; a continuación, analizó la objeción y resolvió excluir los pasivos relacionados con los estudios de los hijos y el pago de impuesto de los inmuebles ubicados en la ciudad de Pereira, teniendo en cuenta que los primeros como ya fueron cancelados debieron ser reclamados como recompensas “...en el evento en que hubiese cancelado con dineros propios y no de la sociedad conyugal.”. Respecto de los segundos, el periodo que se cobra fue posterior a la disolución de la sociedad.
   



Contra ese proveído la parte demandada interpuso recursos de reposición y apelación en subsidio; para ello, insistió en que al inventario se le dio el trámite del artículo 600 del C. de P. Civil y en la diligencia no hubo una manifestación expresa de rechazo del pasivo, sin que se pueda en el traslado de los inventarios y avalúos hacer uso de objeción en ese sentido, para ello se sustenta en una decisión de otra Sala Unitaria, del 27 de marzo de 2015. Además, alega que todos los pasivos deben ser incluidos; que en el presente asunto no se puede hablar de recompensas y que se debió condenar en costas. 

   



El Juzgado no repuso la decisión, salvo en lo referente a las costas, y agregó a lo ya dicho que la referencia jurisprudencial en que se apoya la recurrente nada tiene que ver con los pasivos que aquí se objetan, pues allí se habla de deudas que estén consignadas en títulos valores que presten mérito ejecutivo y que hubieren sido aceptadas de manera expresa o tácita, quedando por fuera “…aquellos pasivos que no tengan esas características, habida cuenta que la providencia, es concreta en ese sentido.” En cuanto a las recompensas de que se queja la apoderada del demandado indica que no se expusieron argumentos sólidos para valorar de manera diferente el asunto. 
CONSIDERACIONES

Se trata de definir en este caso los siguientes puntos: i) si la objeción presentada por la parte demandante a los inventarios y avalúos se debía hacer en la misma audiencia, como lo alega la recurrente, o si por el contrario, es viable presentarla en el traslado de que trata el artículo 601 del C. de P. Civil, como lo decidió el Juez a-quo, y ii) si los pasivos rechazados por el juzgado deben ser incluidos.
Pues bien, estudiando el primer punto se tiene que a la diligencia de inventario y avalúo concurrieron ambas partes, quienes presentaron activos y pasivos de la masa social. En el traslado de que trata el artículo 601 del C. de P. Civil, la demandante procedió a objetar exclusivamente los pasivos que denunció su contraparte, con lo que no estuvo de acuerdo el demandado y pidió su rechazo dado que la oportunidad para refutar estas partidas era la audiencia, manifestación que no fue aceptada por el Juzgado.   
Sobre este aspecto, para esta Sala Unitaria resulta acertada la posición del Juez de primer grado, pues viene anclada en decisiones anteriores de este Despacho que corroboran su aserto en el sentido de que el traslado de los inventarios que se surte en virtud de lo dispuesto por el artículo 601 del C. de P. Civil, es momento propicio para discutir si se deben excluir partidas que fueron irregularmente incluidas, o sea, es una etapa en la que perfectamente se pueden objetar los pasivos relacionados en los inventarios y avalúos, tal como aquí ocurre.
En realidad, la regla 1ª del artículo 601 ibídem es clara al indicar que el objeto del traslado de la audiencia de inventarios y avalúos va dirigido a “…que se excluyan partidas que se consideren indebidamente incluidas, o que se incluyan las compensaciones de que trata el artículo precedente ya sean a favor o a cargo de la masa social.”, entendiendo por partidas tanto los activos como los pasivos, norma de carácter general que en ningún momento restringe o limita su campo de aplicación, por lo que resulta viable aceptar en esta etapa procesal la objeción por parte de los interesados no sólo de los activos sino también los pasivos.
Al respecto, es preciso recordar que en un asunto de corte similar al de ahora la Sala estimó que el traslado de que trata esa norma sí permite alegar dicha exclusión. Así se reflexionó:

“… a la diligencia de inventario y avalúo de la masa social, concurrieron la demandante y su apoderada judicial, quienes presentaron por escrito la relación de activos y pasivos con sus valores (f. 7, cuaderno de segunda instancia). Allí se anunció un pasivo de $7’200.000,oo, representado en tres letras de cambio, también allegadas, giradas a favor de Humberto Muñoz, José Iván Arias y Esther Julia López, créditos pendientes de pago y obtenidos, según se afirmó, para cubrir los gastos de alimentación, vestido y medicina de los hijos comunes.

 


Como el demandado no estuvo presente en ese acto, procedió a objetar el trabajo dentro del término previsto en el artículo 601 y el juzgado, a pesar de que inició el incidente respectivo, antes de decretar pruebas, estimó que la objeción fue propuesta, en lo que toca con el pasivo, extemporáneamente, dado que la ausencia del señor Castrillón Duque a la audiencia de que trata el artículo 600 del estatuto procesal civil implicó su aceptación tácita del pasivo y se le trajo a colación un comentario de Jairo López Morales, acerca de que la objeción no es para excluir deudas, sino para incluir las que fueron desestimadas, a petición de los acreedores, y en esa posición se mantuvo al resolver la reposición.

  


Pero, a decir verdad, hubiera convenido que en la cita del autor que le sirvió de sustento al juzgado se dejara consignado el año de la edición del texto, porque todo parece indicar que el comentario corresponde al artículo 601 del C.P.C. antes de la reforma que le introdujo el Decreto 2282 de 1989, que suprimió aquella parte relacionada con el interés de los acreedores para objetar el inventario.  

En efecto, estatuía la regla primera de la norma:

“...La objeción al inventario tendrá por objeto que se excluyan partidas que se consideren indebidamente incluidas, que se incluyan las compensaciones de que trata el artículo precedente ya sean a favor o a cargo de la masa social, o las deudas desestimadas en la diligencia a favor de los acreedores que hubieren concurrido a ella....” (destacamos).

Ahora, esa regla dispone:

“...La objeción al inventario tendrá por objeto que se excluyan partidas que se consideren indebidamente incluidas o que se incluyan las compensaciones de que trata el artículo precedente ya sean a favor o a cargo de la masa social...”

  


De esa parte suprimida se puede inferir que excluida una deuda del pasivo, el acreedor no puede objetar el inventario, pues para hacerla valer debe acudir a un proceso separado, como lo señala el inciso 5° del artículo 600.

  


Pero esta circunstancia está referida a los acreedores que, valga decirlo, son los llamados a presentar en la diligencia sus créditos, particularmente si ellos no han sido solucionados por ninguno de los cónyuges, como acontece en este caso, según la afirmación misma de la demandante, por lo que llama la atención que las letras de cambio estén en poder de la actora.  Pero nada dice la norma respecto de los interesados en la liquidación si, por el contrario, lo que indica la disposición es que la objeción que pueden formular las partes tiende a la exclusión de partidas que se consideren indebidamente incluidas, sin distinción alguna. 

  


Y si por partida puede entenderse, en una de sus acepciones, “cada uno de los artículos y cantidades parciales que contiene una cuenta”  
, se comprende que allí están involucrados tanto el activo como el pasivo del inventario, con independencia de que uno de los excónyuges hubiese o no participado en la diligencia de su confección para objetar allí unas deudas que, se insiste, no fueron presentadas por sus acreedores, estando legitimados para ello, sino por una de las partes.

   


Así lo entiende la doctrina que señala que en la objeción prevista en el artículo 601 mencionado, tienen interés jurídico “...todas las partes que ya se encuentran reconocidas dentro del proceso de sucesión, no sólo los que han intervenido en el inventario si no también los que no lo han sido, como los que solamente se hacen parte en el período de traslado del inventario.  También es indiferente que la parte haya participado o no en la elaboración...” 
.
   


Significa lo anterior que la aceptación tácita de la inclusión de la deuda, que se da en los términos del artículo 600 del C.P.C., no excluye, por sí sola, la posibilidad de objetar la diligencia de inventarios y avalúos, en lo que atañe al activo y al pasivo, para que excluyan los que han sido indebidamente relacionados, previo trámite incidental.” 

En el mismo sentido, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede constitucional, mencionó en alguna ocasión, incluyendo los antecedentes para mayor claridad, que: 

“El apoderado de los accionantes adujo que en el citado proceso que se tramita ante el juzgado promiscuo de familia de Zipaquirá, se celebró la audiencia de inventarios y avalúos a la que asistieron los accionantes como  interesados reconocidos, mas no las señoras Galeano Ruiz hijas extramatrimoniales del causante, quienes dentro del término de traslado presentaron incidente de objeción a los inventarios por error grave, el que rechazado de plano repusieron y apelaron; que concedida la impugnación fue revocado por los accionados quienes incurrieron en vía de hecho por ordenar su trámite sin considerar que tal incidente solo procede para el dictamen pericial y que además es inoportuno, ya que no fue propuesto en la respectiva audiencia, en la que además, la inasistencia de las objetantes dio como resultado “la aceptación de las deudas que los demás herederos hayan admitido”. (Folio 5). 
III. La sala accionada solicitó denegar la tutela impetrada por no existir la vía de hecho denunciada por los actores.

CONSIDERACIONES DE LA CORTE:

1. De conformidad con los autos que fueron arrimados, concluye la Corte que con la presente acción constitucional, sus proponentes buscan la revocatoria del auto por el cual los accionados ordenaron dar trámite al incidente de objeción a los inventarios y avalúos por error grave, promovido por las señoras señores Olga Lucía y Jenny Marcela Galeano Ruiz en calidad de herederas reconocidas, y ello por cuanto, a su decir, este no procede para tal diligencia, sino para el dictamen pericial de conformidad a lo dispuesto en el artículo 238 del Código de  Procedimiento Civil. 

2. En este caso, no ofrece duda que de la ocasión propicia para proponer en la referida actuación el correspondiente incidente, se ocupa el estatuto procesal civil en el artículo 601 reglas 1º y 2º, lo que hicieron en su momento las señoras Galeano Ruiz, quienes tenían a su alcance la posibilidad de ejercer la labor de contradicción de los relacionados inventarios y avalúos dentro del término del traslado del auto de 6 de julio de 2004 emanado del juzgado de conocimiento y como es evidente procedieron en tal sentido, - atacando el avalúo de las partidas que integran el activo y solicitando se excluyeran las relacionadas como pasivo exceptuando la última - por lo que mal puede rechazarse de plano el incidente ya que además éste, como bien lo señaló el tribunal, fue propuesto en término y reunía los requisitos formales, por lo que tampoco se encuentra entre aquellos de que se ocupa el artículo 138 ibídem, y siendo ello así, aflora con claridad meridiana que la acción de tutela que ocupa la atención de la Sala, deviene improcedente, pues el auto que ordenó dar trámite al incidente de objeción a los inventarios y avalúos, se ajusta a la ley.”
  
Así las cosas, en el traslado en la diligencia de inventarios y avalúos (artículo 601 ib.) es perfectamente viable objetar, no sólo los activos, sino también los pasivos sociales. En tal sentido, este Despacho se aparta de la decisión que le sirve de sustento a la recurrente, dado que, a pesar de que se trata de un asunto similar, su análisis se circunscribe al artículo 600 ib. que señala las reglas sobre la objeción de una deuda crediticia que consta en un título ejecutivo, cuyo análisis no genera discusión; en lo que no se está de acuerdo es en el estudio del artículo 601 ib. que habla de exclusión de “partidas”, las cuales indiscutiblemente comprenden tanto los activos como los pasivos de la sociedad, por lo que, tal como quedó explicado, una y otra pueden ser objetables en esta etapa procesal.
Tanto más, cuando, valga acotarlo, la situación presente tiene una arista diversa, que es la de que los dos cónyuges asistieron a la diligencia, y bien señala el mentado artículo 600 que en el pasivo solo se deben incluir obligaciones que consten en un título que preste mérito ejecutivo, siempre que en la audiencia no se objeten, o las que a pesar de no tener dicha calidad se acepten expresamente en ella. Y en lo que se observa del expediente, los rubros que son objeto de discusión, que se insertaron en virtud de lo reglado por el numeral 5° del artículo 1796 del C. Civil, como fue pedido por la parte demandada, no constan en títulos que prestan mérito ejecutivo contra alguno de los cónyuges o la sociedad, ni fueron aceptados expresamente por la demandante, o al menos no aparece consignado así en el acta respectiva. 

En lo atinente al segundo punto de disentimiento, se recordará que el pasivo de la sociedad conyugal se puede concebir como externo e interno. El primero, contenido fundamentalmente en los artículos 1796, que algunos estiman derogado por la Ley 28 de 1932, 1797 y 1800 del C. Civil, 2° de la Ley 28 citada, y 62 y 63 del Decreto 2820 de 1974. Y el segundo, en los artículos 1781, 1790 y 1797 del mismo estatuto. Difieren, por su denominación, en que aquel corresponde a las deudas de la sociedad conyugal para con terceros; este, en cambio, a las que se contraen a favor de los cónyuges. 
Emerge de allí, que el pasivo externo se ocupa, entre otras cosas, de las obligaciones que se hubieran contraído con terceros para el mantenimiento de los cónyuges, el de los descendientes comunes, su educación y establecimiento o cualquier otra carga de familia; por eso, más genéricamente el artículo 2° de la Ley 28 de 1932 (que para algunos derogó el artículo 1796 del C. Civil
), enseña que “Cada uno de los cónyuges será responsable de las deudas que personalmente contraiga, salvo las concernientes a satisfacer las ordinarias necesidades domésticas o de crianza, educación y establecimiento de los hijos comunes, respecto de las cuales responderán solidariamente ante terceros, y proporcionalmente entre sí, conforme al Código Civil”. Sea que las dos normas estén vigentes, o bien, porque se entienda que una fue derogada por la otra, lo cual no es del todo claro, porque después el art. 62 del Decreto 2828 de 1974 modificó el ordinal segundo del artículo 1796, lo cierto es que tal pasivo se conforma con las deudas de la sociedad frente a terceros, esto es, para el caso que nos atañe, cuando para la satisfacción de las aludidas cargas familiares, se ha contraído una obligación que está pendiente de pago. 
El pasivo interno, por su parte, obedece a aquellas deudas que subsistan al momento de la liquidación, a cargo del patrimonio social y a favor de uno de los cónyuges, pero claramente determinadas, como aquello que, según el artículo 1781 (numerales 3 y 4) deba restituirse; o el exceso en la venta con subrogación (art. 1790); o el precio de un bien propio vendido sin subrogación (art. 1797).   
En el caso de ahora,  se trata de gastos efectuados por uno de los cónyuges para el pago de estudio de los hijos, que se efectuaron algunos durante la vigencia del matrimonio, de manera que son obligaciones que para el momento de la disolución de la sociedad conyugal ya habían sido cumplidas, esto es, no constituían para entonces una deuda a favor de terceros; y otros fueron posteriores a la disolución de la sociedad, con lo cual no podrían entrar en el pasivo de su haber, si, además, se tiene en cuenta que no se aportó prueba del pagaré que se dice por parte del demandado que fue firmado como garantía de una de tales obligaciones, como tampoco de los saldos existentes en el caso de la matrícula universitaria. 
Como se ve, tales erogaciones no encajan en el pasivo externo, porque no hay deudas para con terceros; ni en el interno, por cuanto los pagos de matrículas y pensiones fueron efectuados con el salario devengado por el demandado, que hace parte del haber social; dicho de otra manera, no se trata de satisfacer en este caso deudas que tenga la sociedad para con actores externos, ni de una de las que, según se señaló, pueden surgir entre los cónyuges, que no lo son los gastos efectuados por cada uno de los consortes mientras subsistió el vínculo matrimonial, si ellos derivan de obligaciones propias de la sociedad conyugal, como el sostenimiento de los hijos y no se demuestra, adicionalmente, que los mismos fueron cubiertos con bienes propios de uno de los cónyuges, con lo cual cabría hablar de una especie de recompensa. 

Finalmente, en lo que concierne a los gastos fiscales, las facturas de pago de impuestos de los inmuebles ubicados en la ciudad de Pereira visibles a folios 64 a 65 del cuaderno principal realmente corresponden al periodo julio a septiembre de 2014, fecha que es muy posterior a la disolución de la sociedad conyugal que fue el 24 de abril del mismo año, por lo que la decisión en este sentido por parte del juzgado se comparte plenamente. Además, contrario a lo expuesto por la recurrente, no existe prueba alguna que de certeza de cuánto realmente era la deuda para el momento de la disolución, de los documentos en realidad nada se extracta al respecto. Y si esto no fuera suficiente, los mismos razonamientos anteriores, para el caso de los pagos por matrículas y pensiones, cabrían en este supuesto, dado que no hay nada que permita verificar que para cumplir con la obligación fiscal se comprometieron bienes propios del cónyuge. 
Se confirmará, en consecuencia, el auto protestado. 
En esta sede las costas serán a cargo de la parte demandada y a favor de la demandante, las que, por tratarse de un trámite independiente del recurso, se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal. 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del 8 de julio de 2015, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Yuneby Bañol Zapata frente a José Julián Hernández Cataño.
   



Costas en esta sede a favor de la demandante y a cargo del demandado.
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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